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 Resumen 

 

Debido los constantes cuestionamientos, tanto de los organismos de control, así como de 

los diferentes agentes intervinientes en los procesos de contratación estatal; se hace 

necesario conocer el desarrollo de la figura de la contratación a través de los Convenios 

Interadministrativos, su eficiencia, legalidad y adecuada aplicación respecto de  los fines 

para los cuales se adoptó dicha figura. 

Pese a que esta forma de contratación no es nueva en la legislación colombiana, es evidente  

que en la última Administración Distrital, este concepto ha sido muy debatido y señalado 

en razón a las malas prácticas, que en varias ocasiones, desnaturalizan el sentido práctico 

para el cual fueron creadas; situación que puede desencadenar repercusiones negativas a la 

forma correcta de realizar los procesos de contratación estatal y los postulados 

desarrollados en la Ley 80 de 1993; por lo que es necesario identificar si esta forma de 

aplicación contractual puede convertirse en un alto riesgo que vulnere los principios de la 

Contratación Estatal. 

Palabras clave: Contratación Directa, contrato, convenio interadministrativo, 

contratación estatal, estatuto de contratación, modalidad de selección, principios que rigen 

la contratación. 
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Abstract 

 

Because the constant questioning of both control bodies and to the different agents involved 

in state contracting processes; is necessary to know the development of the figure of hiring 

a Through inter-administrative agreements, Do efficiency, Legality and proper application 

of fines respect for which that figure was adopted. 

Although this form of contract is not new in Colombian law it is clear that in the last 

District Administration, this concept has been widely discussed and noted in Reason to 

malpractices, on several occasions, denature practicality for Which were created; That can 

trigger situation of negative repercussions to the correct form for State Procurement 

Processes and postulates developed in Law 80 of 1993; So it is necessary to identify 

whether this form of contractual application can become a High Risk that violates the 

Principles of State Procurement. 

Keys Words: Direct engagement, contract, administrative agreement, government 

procurement, recruitment status, mode selection, principles governing the procurement. 
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 INTRODUCCIÓN 

El presente trabajo busca analizar el impacto de la celebración de los convenios 

interadministrativos frente a las modalidades de selección en la contratación estatal, en el 

Distrito Capital durante las vigencias de los años 2012 a 2015. 

La contratación mediante convenios interadministrativos supone un alto grado de 

discrecionalidad por parte de las entidades ejecutoras. Inicialmente se debe diferenciar entre 

los convenios y los contratos estatales, los cuales están orientados bajo regímenes distintos, 

de esta manera, los convenios administrativos se están basando en intereses comunes, en 

los contratos estatales los intereses son divergentes. 

Si bien la normatividad relativa a las diferentes formas utilizadas en los procesos de 

contratación estatal ha sido desarrollada, son los operadores quienes en últimas dan 

aplicabilidad a la misma, toda vez que son ellos los que determinan los fundamentos 

jurídicos de la modalidad de selección a seguir. 

Es posible que, mediante la implementación de estas formas de contratación, se 

desarrolle una forma de desviación de poder o se busque obtener dadivas o beneficios 

particulares a los operadores encargados de ejecutar el recurso público. 

Por ello es pertinente analizar si los convenios interadministrativos, violentan los 

principios de la contratación pública. De allí que la pregunta orientadora sea: ¿Cuáles son 

los factores positivos y negativos de suscribir los convenios interadministrativos al interior 

del Distrito Capital? 

La relevancia jurídica de la figura contractual se encuentra determinada desde el 

estatuto de contratación Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, la Ley 1474 de 2011 y 

demás decretos que las reglamentan y que establecen las modalidades mediante las cuales 

el Estado puede adquirir bienes y servicios, para lo cual define ciertos criterios que deben 

atender, tanto los contratistas como las entidades estatales al momento de participar en los 

procesos de selección.  
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 Dentro de las modalidades de selección, se encuentra la contratación directa y esta 

procede para los convenios interadministrativos los cuales aplican cuando las obligaciones 

derivadas del mismo tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora.  

Sin embargo, al momento de dar aplicabilidad a la norma, se observa laxitud al interior de 

las entidades del distrito atentando así contra los principios que rigen a la contratación 

estatal tales como la transparencia y la publicidad, entre otros. 

Por lo tanto, es necesario analizar las normas y la jurisprudencia que existe al 

respecto, los documentos generados por los órganos de control y las demandas presentadas 

contra las entidades distritales, por violación a la forma de selección de contratistas, para 

tener un amplio panorama que permita determinar dónde están las falencias o las fallas en 

la aplicación, que están permitiendo que este tipo de contratación en lugar de ser la 

excepción se haya convertido en la regla y se haya utilizado, incluso, como forma de 

corrupción. Desde esta óptica, se analizará la conveniencia de la ejecución de los convenios 

interadministrativos, desde los principios de la contratación estatal. 

El diseño metodológico se basa en una Investigación Cualitativa, donde se aborda el 

tema desde un análisis abierto de los resultados encontrados, haciendo a su vez una 

reflexión de ello. La Investigación Cualitativa al tener un enfoque fundamentalmente 

subjetivo permite analizar y comprender de manera individual los detalles, rasgos, 

características y manifestaciones del fenómeno estudiado, lo que hace que la investigación 

sea concluyente y estrecha.  

El enfoque cualitativo comprende la interrogación sobre temas de realidad humana 

social, para construir un propio conocimiento extraído de la observación y el análisis de la 

información. El interés principal es llegar a una aproximación del fenómeno en general, así 

como exponer una o varias perspectivas epistemológicas de lo que se está investigando.  

De acuerdo con Taylor (1998) esta investigación trabaja con contextos que son 

naturales, o tomados tal y como se encuentran en la población o comunidad, y no son como 

tal reconstruidas o modificados por el autor, como si puede suceder con una investigación 
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 cuantitativa donde los resultados varían. Con la investigación cualitativa se interpreta de 

manera más detallada y descriptiva las acciones, los lenguajes, los hechos o parámetros más 

significativos del contexto de donde se desprende la investigación. 

A su vez, el tipo de investigación a desarrollar será jurídica por ser más dogmático 

el objeto de investigación. Como técnica, se empleará el análisis documental, consistente en 

la recolección y manejo de datos relacionados con el objeto de estudio. 

La línea de investigación, concebida como un eje articulador de saberes y de 

creación de conocimiento, que a partir de una delimitación general de un área del saber 

permite generar procesos académicos, formativos e investigativos que lleven a la 

consolidación de comunidades académicas y a la creación y resolución de proyectos de 

investigación al interior de una unidad académica específica, en este caso, la facultad de 

Derecho de la universidad. La línea de acuerdo con la establecida por la Universidad para 

desarrollar el trabajo es: Estado, Ajuste estructural y derecho administrativo. 

El texto de la investigación se ha desarrollado en tres capítulos, en el primero se 

desarrollarán los antecedentes de la investigación, el problema de investigación, el 

planteamiento y pregunta de la investigación, se planteará el objetivo general y los 

objetivos específicos, la hipótesis y la justificación de la investigación a desarrollar. Así 

mismo, se desarrollarán los marcos conceptuales, legal y el normativo, este es el que 

fortalece la investigación porque sirve para determinar si hay o no vulneración a los 

principios de la contratación estatal al celebrar esta clase de convenios. Se desarrollará 

ampliamente el concepto de convenio interadministrativo y se miraran los antecedentes de 

este tipo de contratación. 

En el segundo capítulo se definirá el Convenios Interadministrativo, desde lo 

señalado en la Ley, pero también desde la doctrina. Esto permitirá hacer una distinción 

entre el contrato y el convenio interadministrativo, así como su finalidad dentro de las 

diferentes formas que tienen las entidades estatales para adquirir bienes y servicios de 

forma directa para cumplir con los fines del estado con la oportunidad y eficacia requeridas. 
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 En el tercer capítulo, se aborda con casos concretos, como en algunos casos en una 

clara muestra de desviación de poder, se suscriben convenios interadministrativos como 

forma de contratación para evadir las demás modalidades de contratación o con el fin de 

beneficiar a un tercero sin tener en cuenta la experiencia técnica y la idoneidad del 

contratista, violando los principios de la contratación estatal. 

Es fundamental abordar el tema de la contratación estatal desde la perspectiva de los 

convenios interadministrativos, se analizará el cumplimiento de la Ley 80 de 1993 frente a 

esta modalidad de contratación, así como el cumplimiento de los fines para el cual se creó 

la misma; de igual manera se revisará la materialización de los principios de la contratación 

pública en desarrollo de esta figura. 
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 CAPITULO I 

ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 

1.1. Planteamiento del problema 

Sobre el tema de los Convenios Administrativos se encuentra una investigación para 

maestría de la Universidad de los Andes, realizada por Perdomo, Carlos (2014), titulada 

“los convenios de la administración y los contratos estatales: conceptos diferentes con 

regímenes jurídicos distintos”. En esta investigación se estudian los conceptos de negocio 

jurídico, contrato estatal y convenio de la Administración, con el fin de analizar si existe 

una diferencia entre los contratos estatales y los convenios de la Administración y, por 

ende, si se diferencian sus regímenes legales. Como conclusiones ésta investigación arroja 

que la Ley 80 de 1993 adopta la noción de convenio de la Administración, como el acuerdo 

en el que se crean obligaciones. Este tipo de negocio jurídico se caracteriza porque las 

partes tienen intereses convergentes y buscan la realización de un fin común.  

La investigación de Perdomo da un aporte para la investigación que se está llevando 

a cabo, desde el punto de vista teórico y crítico  ya que analiza la problemática que existe 

dentro de la celebración de los convenios administrativos y contratos estatales, donde 

jurídicamente deben ser celebrados de manera totalmente diferente.  

Por otro lado está el estudio de Santos Enrique llamado “Consideraciones sobre los 

contratos y convenios interadministrativos” donde se explica la diferencia entre los 

contratos y los convenios interadministrativos, los cuales se caracterizan por una forma de 

negociar ajena a los intereses individuales, partiendo del hecho que la administración 

pública hace parte de esta celebración tanto de convenios como de contratos estatales.  

Es preciso advertir, que lo que hace que un convenio o contrato sea 

interadministrativo no es la modalidad de selección que trae el Estatuto de Contratación o la 

Ley 1150, es la calidad de las partes , que sean parte de la administración pública. 
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 Sobre los convenios internacionales, la Corte Constitucional en sentencia C-049 de 

2004 al pronunciarse acerca de la constitucionalidad del inciso 4o. del artículo 13 de la ley 

80 de 1993, contemplando que:  

Por lo tanto, al decir la norma que los respectivos contratos, ‘(...) podrán someterse 

a los reglamentos de tales entidades en todo lo relacionado con procedimientos de 

formación y ejecución y cláusulas especiales de ejecución, cumplimiento, pago y ajustes’. 

Tal discrecionalidad sólo puede asumirse, y por ende, ejercerse válidamente, dentro de los 

precisos linderos de los contratos relativos a recursos percibidos de entes u organismos 

internacionales, lo cual usualmente ocurre a título de empréstito o de donación.( Corte 

Constitucional. Sentencia C-049 de 2004) 

Como se señala en el apartado cuarto del artículo impugnado, existe un precepto 

especial de contratación, que por virtud de la misma ley 80 de 1993 permite la inaplicación 

del Estatuto de Contratación Pública en la hipótesis de los contratos relativos a fondos 

percibidos de los organismos multilaterales de crédito o celebrados con personas 

extranjeras de derecho público u organismo de cooperación, asistencia o ayuda 

internacionales. Lo anterior se encuentra justificado en el hecho de que Colombia hace 

parte de esos organismos internacionales, como por ejemplo el FMI o el BID y al hacer 

parte de ellos puede aceptar sus estatutos y régimen de contratación en cumplimiento de 

convenios, tratados y resoluciones de entidades supranacionales en los que el país ha 

participado activamente, como la ONU y la OEA, con sus filiales. 

De esta manera, aunque existen convenios internacionales establecidos en Colombia 

desde hace ya varias décadas, se evidencia el abandono por parte del Estado por preservar 

los contratos interadministrativos en contraposición a lo establecido en los convenios con 

entidades internacionales.  

Como antecedentes de los convenios interadministrativos tenemos el Convenio 

Andrés Bello, es un tratado firmado por 12 países latinoamericanos:: Bolivia, Colombia, 

Chile, Ecuador, Perú, Venezuela, España, Panamá, Cuba, Paraguay, México y República 

Dominicana.   
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 El Convenio Andrés Bello aprobado por el Estado Colombiano mediante la ley 20 

de 1992, y posteriormente promulgado por decreto 83 de 1996, según el cual, la 

"Organización del Convenio Andrés Bello de Integración Educativa, Científica, 

Tecnológica y Cultural" tiene plena capacidad para el ejercicio de sus funciones y para el 

logro de sus propósitos, y en tal virtud puede "a. Celebrar acuerdos con Estados y 

Organizaciones Internacionales; b. Adquirir, arrendar y disponer de bienes y servicios y en 

general celebrar todo tipo de actos y contratos; c. Ser parte en procesos legales e iniciar 

procedimientos jurídicos"1. Asimismo dispuso que la Organización tendría un "Fondo de 

Financiamiento" constituido con las aportaciones de los Estados Miembros, que con los 

intereses y demás rendimientos que produzca, apoyarán la financiación de los proyectos y 

actividades conjuntos (Dto 83/96 Art.21). 

Sin embargo, los convenios entre las entidades estatales con entidades como la 

Secretaría Ejecutiva del Convenio Andrés Bello, SECAB,  la Organización de Estados 

Iberoamericanos, OEI, ALMA MATER, y Universidades Públicas y Privadas, generan 

dudas y responsabilidades fiscales, administrativas y disciplinarias, ya que los órganos de 

control y algunos doctrinantes consideran que es una forma de obviar la contratación estatal 

ya que debe prevaler la selección objetiva, la pluralidad de oferentes  y la transparencia 

atendiendo no solo a las cuantías sino también al objeto contractual, impidiendo a la 

entidad escoger el ofrecimiento más favorable, no solo para los intereses de la Entidad que 

representaba, sino también para los intereses de los administrados, quienes finalmente son 

los directos afectados. 

Para el caso de la SECAB, si bien es cierto que el inciso cuarto del artículo 13 de la 

Ley 80, permite a las entidades del Estado cuando de celebrar contratos con organismos de 

cooperación se trate, someterse a los reglamentos de dichos organismos, es claro que el 

espíritu de esta norma trae como implicación, que el organismo con quien se suscriba el 

contrato preste efectivamente al contratante algún medio de cooperación, ya sea financiero, 

científico, técnico o cultural, lo cual es lo que generalmente se cuestiona y que además 

ejecute el contrato sin intermediación. 
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 Está posición es contraria en otros doctrinantes y defensores de los convenios 

interadministrativos con las precitadas entidades, organizaciones y universidades, quienes 

consideran que atendiendo  a la realización de funciones administrativas de interés común, 

estos convenios son un negocio jurídico en el cual dos entidades públicas se unen para 

coordinar, cooperar, colaborar o distribuir competencias, en busca de un fin común, pero 

sin apartarse cada uno de su competencia. Es aquí donde se diferencia el convenio 

interadministrativo del contrato interadministrativo, pues este último también es celebrado 

entre entidades públicas, pero es un negocio jurídico generador de obligaciones y en el cual 

hay intereses tanto como los tendría un particular, pero La Ley 1150, señala en el artículo 

2º numeral 4, contratación directa, a los contratos interadministrativos, como aquellos que 

se pueden celebrar bajo esa modalidad siempre  y cuando las obligaciones derivadas de los 

mismos tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora señalados en la Ley, 

atendiendo al principio de especialidad. Se exceptúan algunos que deberán realizarse por 

licitación pública. Esto no quiere decir que al no mencionar a los convenios 

interadministrativos, estos tengan trámite diferente a la contratación directa. 

De esta modalidad de selección, se exceptúan las instituciones de educación 

superior públicas, casos en los cuales a celebración y ejecución  podrán realizarse de 

acuerdo con las normas específicas de contratación de estos, tal como lo señala el artículo 

69 constitucional que establece la autonomía universitaria. Pero además establece que no 

podrán subcontratar algunas actividades derivadas del contrato principal. Al parecer, lo 

antes señalado influyó en la creación el 26 de septiembre del año 2000, de la Red de 

Universidades Públicas del Eje Cafetero ALMA MÁTER, la cual está integrada por 

universidades del orden nacional, departamental y municipal. Se conformó por las 

Universidades de Caldas, Quindío, y Tolima, como invitadas permanentes, las 

universidades del Valle sede Cartago, Nacional de Colombia sede Manizales, Escuela 

Superior de Administración Pública ESAP, Colegio Integrado del Oriente de Caldas 

CINOC y Unidad Central del Valle del Cauca UCEVA, con el liderazgo de la Universidad 

Tecnológica de Pereira.  
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 Las críticas se basaron en que según lo establecido en el artículo 58 de la Ley 30 

de 1992, la creación de universidades estatales u oficiales corresponde al  Congreso 

Nacional, a las Asambleas Departamentales, a los Concejos Distritales o a los Concejos 

Municipales, o a las entidades territoriales que la Ley señale y en ese orden de ideas, este 

procedimiento debió seguirse al crear ALMA MATER, especialmente si se tiene en cuenta  

que la misión red fue desde el comienzo, “ Contribuir al fortalecimiento de las 

Universidades Públicas del Eje Cafetero colombiano y la educación superior de la región, 

propiciar su plena integración en las labores propias de la academia, aportar a la 

construcción social del desarrollo regional, y apoyar la gestión y ejecución de proyectos de 

las entidades públicas y privadas a nivel local, regional y nacional.”. Misión. Recuperado el 

2 de octubre de 2016, de http://www.almamater.edu.co.  

Una vez la Red empezó a funcionar, celebró convenios por diversos montos, con 

todo tipo de instituciones, tuvieran que ver o no con la educación, tales como obras 

públicas, interventorías, suministro de alimentos, construcción de cárceles, escuelas de 

cocina, reposición del parque automotor de la Dirección General del SENA y de las 

direcciones regionales, la construcción y restauración de la escuela gastronómica del golfo 

de Morrosquillo, la construcción de andenes y sardineles en barrios y en el centro de la 

cabecera del municipio Carurú en Vaupés, el  “Plan Maestro de alcantarillado en Castilla la 

Nueva, Meta, entre otros. 

Para el caso objeto de análisis, es pertinente mencionar lo señalado por la 

Contraloría Bogotá en su informe de Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral 2007, 

al Fondo de Desarrollo Local de Santa Fé Fase II página 93-94, al decir “Así las cosas, 

ALMA MATER no puede ser considerada como un organismo de derecho público a los 

que se refiere el artículo 2 de la Ley 80 de 1993 y por lo tanto no está comprendida dentro 

de las excepciones que contempla el literal c) numeral primero del artículo 24 de la misma 

norma, para contratar directamente a través de Convenios Interadministrativo, debiendo en  

consecuencia someterse a las reglas generales y en igualdad de oportunidades que las 

personas naturales o jurídicas de derecho privado, cuando pretenden contratar con el Estado 

en sus diferentes órdenes.” 
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 “…el Fondo de Desarrollo Local de Santa Fe –FDLSF-, celebró en forma directa 

tales convenios, desconociendo los principios de transparencia, publicidad y selección, pues 

por su naturaleza jurídica, como por la cuantía de los contratos suscritos, debió realizarse 

bajo la modalidad de licitación pública”. (Contraloría Bogotá, informe Auditoría 

Gubernamental 2007) 

De otra parte, en noviembre de 2012, en fallo del Consejo de Estado,  se determinó 

además que “las asociaciones de universidades públicas gozan de las mismas prerrogativas 

de las universidades públicas que las conforman” (tomado del texto de la sentencia), lo cual 

desvirtúa el hecho que señalan algunos en el sentido que su creación no se ajusta a la 

normatividad. Respecto a su operatividad, cuentan con las herramientas propias de las 

universidades públicas incluidas en sus procedimientos. 

Es pertinente señalar, que la Ley 1150 es clara al señalar que el procedimiento de 

contratación directa no se aplica para contratos de obra pública, suministro, encargo 

fiduciario y fiducia pública, si es una universidad pública la ejecutora, con lo cual el 

legislador pretendió cerrar el boquete que se abrió en desarrollo de la autonomía 

universitaria, que venía ejecutando contratos que no eran acordes con sus funciones, 

evadiendo la selección objetiva, la imparcialidad en la selección del contratista.  

1.1.1. Pregunta de investigación 

¿Existen beneficios para las Entidades Distritales respecto de la celebración de los 

convenios interadministrativos, frente a las modalidades de selección en la contratación 

estatal, durante las vigencias 2012 a 2015? 

1.1.2. Hipótesis 

Si bien la normatividad relativa a las diferentes formas utilizadas en los procesos de 

contratación estatal ha sido desarrollada, son los operadores quienes en últimas dan 

aplicabilidad a la misma, toda vez que son ellos los que determinan los fundamentos 

jurídicos de la modalidad de selección a seguir, lo cual supone un alto grado de 

discrecionalidad por parte de las entidades ejecutoras. 
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 Es posible que mediante la implementación de estas formas de contratación, se 

desarrolle una forma de desviación de poder o se busque obtener dadivas o beneficios 

particulares a los operadores encargados de ejecutar el recurso público.  

Por ello es pertinente analizar si los convenios interadministrativos, violentan los 

principios de la contratación pública. 

1.2 Objetivos de la investigación 

1.2.1. Objetivo General 

Analizar la conveniencia de la ejecución de los convenios interadministrativos, 

desde los principios de la contratación estatal. 

1.2.2. Objetivos específicos 

 Revisar el marco jurídico establecido por el legislador respecto a los convenios 

interadministrativos. 

 Analizar los efectos de la celebración de convenios interadministrativos en 

desarrollo del cumplimiento de los fines del Estado. 

 Determinar si se cumple el objetivo perseguido por el legislador, al establecer la 

celebración de convenios interadministrativos en forma directa.  

1.3. Justificación 

En los últimos cuatro años, la administración distrital suscribió un gran número de 

convenios y contratos interadministrativos en los cuales se obviaron las modalidades de 

selección que rigen la contratación estatal. Al acudir a la contratación directa, cuando no 

aplica, se ha puesto en riesgo el recurso público y la legitimidad del Estado, pues el control 

a estos convenios se diluye por la amplitud de objetos sociales, de tipos de entidades, y 

organizaciones entre quienes se suscriben los convenios.  
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 Este tipo de contratación ha llevado a que las investigaciones disciplinarias, 

administrativas y fiscales se estén presentando en un número alto a funcionarios de la 

anterior administración de la ciudad, lo que nos lleva a pensar que algo no se hizo de la 

forma como debe hacerse. 

El estatuto de contratación Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, Ley 1474 de 2011 

y demás decretos que las reglamentan, establecen las modalidades mediante las cuales el 

Estado puede adquirir bienes y servicios, para lo cual define ciertos criterios que deben 

atender, tanto los contratistas como las entidades estatales al momento de participar en los 

procesos de selección.  

Dentro de las modalidades de selección, se encuentra la contratación directa y esta 

procede para los convenios interadministrativos los cuales aplican cuando las obligaciones 

derivadas del mismo tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora. Se 

exceptúan los contratos de obra, suministro, encargo fiduciario y fiducia pública, para  la 

Universidades Públicas, que podrán ejecutarlos solamente si participan en igualdad de 

condiciones con los demás oferentes en licitación pública o concurso de méritos. Sin 

embargo, al momento de dar aplicabilidad a la norma, se observa laxitud al interior de las 

entidades del distrito atentando así contra los principios que rigen a la contratación estatal 

tales como la selección objetiva, transparencia y la publicidad, entre otros. 

Por lo tanto, es necesario analizar las normas, la jurisprudencia que hay al respecto, 

los documentos generados por los órganos de control y las demandas presentadas contra las 

entidades distritales, por violación a la forma de selección de contratistas, para tener un 

amplio panorama que permita determinar dónde están las falencias o las fallas en la 

aplicación, que están permitiendo que este tipo de contratación en lugar de ser la excepción 

se haya convertido en la regla y se haya utilizado, incluso, como forma de corrupción. 
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 1.4. Marcos de Referencia 

1.4.1. Marco teórico 

En Colombia la Constitución Política estipula sobre la contratación estatal en el 

artículo 2º y 290 ciertas actividades ya sea por su ámbito netamente particular (venta de 

chance), por su nivel tecnificación (grandes obras de infraestructura), por el proceso de 

privatización (servicios públicos) o porque simplemente se consideran que no pertenecen a 

su esfera (servicios financieros, médicos, etc.), o cualquier otra actividad que se estime 

debe ser ejercida por particulares y no directamente por el estado, es que se da la figura de 

la contratación administrativa o estatal.  

Desde el decreto-ley 2248 de 1972, se empezaron a establecer acuerdos para 

reglamentar las acciones administrativas. Seguido de la ley 2248 está  la ley 19 de 1982; el 

decreto-ley 222 de 1983; el decreto-ley 591 de 1991; el decreto-ley 1684 de 1991, creados 

para estandarizar los proceso de contratación, pero que muchas veces lo que lograron fue 

todo lo contrario, a raíz de ello aparece la ley 80 de 1993 que trata de ser más técnica y por 

ende agilizar el proceso, pero por otra blindar al mismo contra toda posibilidad de 

corrupción, esto es sin tener en consideración factores de afecto o de interés y, en general, 

cualquier clase de motivación subjetiva que desvíe el proceso de su objetivo esencial.  

La Ley 1150 de 2007 reglamenta la contratación con el fin de hacerla más eficiente 

y transparente. La ley 1150 de 2007 junto con la Ley 80 de 1993, fueron reglamentadas por 

el decreto 2474 de julio 7 de 2008, que redefinió aspectos de publicidad, modalidades de 

selección, selección objetiva y otros aspectos del proceso de contratación, siempre tratando 

de mejorar el proceso y hacerlo más transparente, ágil y eficiente. 

Con respecto a la finalidad de la contratación pública en el Estado Social de 

Derecho, está directamente asociado al cumplimiento del interés general, puesto que el 

contrato público es uno de aquellos “instrumentos jurídicos de los que se vale el Estado 

para cumplir sus finalidades, hacer efectivos los deberes públicos y prestar los servicios a 

su cargo, con la colaboración de los particulares a quienes corresponde ejecutar, a nombre 
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 de la administración, las tareas acordadas. El interés general, además de guiar y explicar la 

manera como el legislador está llamado a regular el régimen de contratación administrativa, 

determina las actuaciones de la Administración, de los servidores que la representan y de 

los contratistas, estos últimos vinculados al cumplimiento de las obligaciones generales de 

todo contrato y por ende supeditados al cumplimiento de los fines del Estado. (Corte 

Constitucional. Sentencia C-713 de 2009. MP. María Victoria Calle Correa) 

Los parámetros que establece la Contratación interadministrativa no contienen 

ninguna diferencia con el régimen de contratación general publica, pero cuando no estén 

regulados por la ley 80 de 1993, estas mismas se regirán por las obligaciones que derivan 

del objeto del contrato mismo, observando que para el cumplimiento de los fines esenciales 

de la entidad estatal requiere de la ejecución de los principios establecidos para la 

contratación pública.  

1.4.2. Marco Conceptual 

A continuación, se identificarán algunos conceptos que resultan ser fundamentales 

para abordar la presente investigación, por la claridad de ellos y su trascendencia se 

enuncian y definen de conformidad con las normas que regulan la materia. 

Contratación Estatal: El término de contrato estatal se deriva del artículo 32 de la 

Ley 80 de 1993, la cual establece que son “contratos estatales todos los actos jurídicos 

generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, 

previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de 

la autonomía de la voluntad […]” (Ley.80/1993. Art. 32).  

Los contratos estatales tienen como antecedentes el Decreto Ley 150 de enero de 

1976, norma que se dedicó al tema de contratación pública, como un mecanismo de la 

administración pública donde se vislumbra la gestión de los entes estatales. El artículo 3º de 

la Ley 80 de 1993 expresamente consagra que las partes del contrato estatal buscan 

intereses diversos, del siguiente modo DE LOS FINES DE LA CONTRATACIÓN 

ESTATAL. Los servidores públicos tendrán en consideración que al celebrar contratos y 
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 con la ejecución de los mismos, las entidades buscan el cumplimiento de los fines 

estatales, la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los 

derechos e intereses de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de 

dichos fines. El contrato estatal según Benavides (2004) “se trata de intereses divergentes 

desarrollados de manera equilibrada y armoniosa por el contrato” (p. 74). 

Es importante aclarar que antes de la aparición del estatuto contractual de 1976, lo 

que existían eran normas que trataban el tema de una forma muy aislada. Mediante la ley 4 

de 1964 se establecieron parámetros en relación con la contratación. Posteriormente se 

aprueba la ley 36 de 1966, la cual reglamenta algunos trámites contractuales, pero no iba 

encaminada a reglamentar toda la contratación, sino solo referente al contrato de obras 

públicas; de igual forma, el decreto 528 de 1964, estableció la competencia de la 

jurisdicción contenciosa administrativa para conocer de las controversias que se surtieran 

en materia de los contratos estatales. (…) (Conrado, 2012, p.54) 

Ahora bien, rodear de garantías la pulcritud y honestidad en la contratación pública 

es un imperativo que obedece a la gran trascendencia económica y social que revisten los 

contratos estatales. Precisamente en tal medida, la adjudicación de contratos se convirtió en 

un atractivo medio para obtener el favor político de los electores y de pagar los 

compromisos adquiridos en las campañas políticas. Y no es insólito en el ambiente de la 

burocracia colombiana, que la contratación sea el vehículo de que se apropian los altos 

funcionarios para engrosar su patrimonio privado en virtud del cobro de comisiones a los 

adjudicatarios o de la incursión en sobrecostos. (Rodríguez, 1969, P. 75) 

Los principios orientadores para la ejecución de diferentes actividades públicas y 

que desarrollan funcionarios públicos, idóneos, técnicos y profesionales son los siguientes:  

El principio de igualdad: aquel que resalta los lineamientos constitucionales y 

democráticos que es reconocido a nivel mundial, principio de obligatoria ejecución en 

cualquier actuación pública. Es principio constitucional y está contemplado en el artículo 

13 de la carta política “todas las personas nacen libres e iguales ante la ley”, gozando de los 

mismos derechos ante cualquier ente estatal. (Constitución Política Nacional, 1991, p.13)  
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 Es el mismo Estado el que promueve la relación contractual, pero además, le 

corresponde garantizar este principio por medio de órgano judicial en caso de que se llegare 

a violar algunos de los procedimientos contractuales que realice la administración. 

(Conrado, 2012, p.110). 

Principio de Moralidad: Es de los más importantes en la gestión pública ya que 

incorpora las funciones que los servidores públicos deben desarrollar en la ejecución de las 

actividades delegadas por el Estado, aquellas que tienen relevancia jurídica donde juegan 

un papel importante los principios, valores, ética y profesionalidad del factor humano.   

Conforme a la jurisprudencia, la moralidad administrativa se debe destacar por: 

realizar juicios de moralidad en las actuaciones de la administración, persiguiendo siempre 

la realización de los objetivos de la entidad. Se debe tener presente que la vulneración de 

este principio implica violación a los derechos relacionados con su naturaleza. 

La violación al derecho colectivo a la moralidad administrativa, no depende del 

concepto de moral, sino de “la justificación que la actuación cuestionada encuentre en el 

ordenamiento jurídico, eliminado de esa forma cualquier consideración de carácter 

subjetivo en la inferencia que encuentre el juez en torno o no de ese derecho. (Consejo de 

Estado, sección Tercera. Sentencia 01188 de 2005. CP. Ruth Stella Correa Palacio) 

Principio de eficacia: hace referencia a la realización y cumplimiento efectivo de los 

objetivos, misiones y finalidades de las entidades públicas, que aun existiendo obstáculos 

deben ser removidos, evitar los vicios y nulidades en los procedimientos establecidos en la 

reglamentación.  

Principio de Economía: consagrado en la norma suprema en el artículo 209 y en el 

artículo 23 del Estatuto General de la Contratación Pública, las cuales indican que la 

administración pública debe evitar gastos innecesarios, que toda actividad que se desarrolle 

en función de los asociados debe ser en el menor tiempo con menores costos.  

Principio de Celeridad: las autoridades deben asumir el impulso de los procesos en 

cualquiera de sus etapas, tiene relación con el principio de economía.  
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 El retardo injustificado es causal de sanción disciplinaria que se puede imponer de 

oficio o por quejas del interesado, sin perjuicio de la responsabilidad que pueda 

corresponder al funcionario. (Conrado, 2012, p.117) 

Principio de Imparcialidad: principio concordante con el principio de igualdad, ya 

que en los diferentes tramites no se puede actuar con discriminación, sino que debe 

procurar cumplir con la finalidad de la entidad pública, asegurar y garantizar los derechos 

de las personas que requieren de los servicios. 

Este principio se concibe, como aquel que debe evitar la balanza de la actuación del 

servidor público, hacia algún lado de los que intervienen en la contratación. Es buscar la 

forma lógica, razonable, y justa, de conformidad con los parámetros de la ley, para tomar 

las decisiones en que se enmarcan los procedimientos de la actuación contractual. 

(Conrado, 2012, p.118) 

Principio de Publicidad: la Corte Constitucional señala y define, “La publicidad es 

una garantía constitucional para la consolidación de la democracia, el fortalecimiento de la 

seguridad jurídica, y el respeto de los derechos fundamentales de los asociados, que se 

constituye en uno de los pilares del ejercicio de la función pública y del afianzamiento del 

Estado Social de Derecho (C.P. Art. 209). Dicho principio, permite exteriorizar la voluntad 

de las autoridades en el cumplimiento de sus deberes y en el ejercicio de sus atribuciones, y 

además brinda la oportunidad a los ciudadanos de conocer tales decisiones, los derechos 

que les asisten, y las obligaciones y cargas que les imponen las diferentes ramas del poder 

público.” (Corte Constitucional. Sentencia C- 711 de 2012. MP. Mauricio González 

Cuervo). 

Para reconocer el cumplimiento transparente de la gestión pública en la 

Contratación, es fundamental que sean conocidos por los interesados, para evitar 

situaciones de desconfianza y corrupción en el desarrollo o ejecución de un contrato.  

Cualquier persona que considere conocer de una actuación de la administración 

pública, o los contratos aprobados puede hacerlo siempre y cuando no exista alguna 
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 excepción legal, el servidor público no puede alegar reserva alguna de los procedimientos 

que ha llevado a cabo la entidad, porque han sido creados para el servicio de la sociedad y 

aun así, sin solicitar el reconocimiento de algún acto administrativo, este mismo debe 

hacerlo público voluntariamente a través de diferentes herramientas informáticas, verbales 

o escritas. 

Relacionado con el anterior, el Principio de Transparencia: “En términos generales, 

la contratación estatal está sujeta al principio de transparencia, el cual debe reflejarse tanto 

en el trámite de la licitación pública, como en la contratación directa y la contratación 

abreviada. Por lo tanto, atendiendo las concepciones de la norma, se puede deducir que “el 

principio transparencia” en la contratación estatal, corresponde al deber que tienen las 

autoridades de actuar de manera inteligible, con la observancia necesaria en la reglas de la 

selección objetiva, la imparcialidad, la publicidad de las actuaciones, la igualdad de 

condiciones para los participantes, la motivación de los actos administrativos y el respeto 

por las reglas preestablecidas en cada uno los procedimientos contractuales.” (Martínez y 

González, 2014, p.17). 

En el artículo 40 de la Ley 80, se da el aval a las entidades de celebrar contratos 

voluntariamente y autónomos para desarrollar y ejecutar los fines esenciales del Estad 

Social de Derecho, conforme a su naturaleza para la cual fue creada.  

En los contratos que celebren las entidades estatales podrán incluirse las 

modalidades, condiciones y, en general, las cláusulas o estipulaciones que las partes 

consideren necesarias y convenientes, siempre que no sean contrarias a la Constitución, la 

ley, el orden público y a los principios y finalidades de esta Ley y a los de la buena 

administración (…)". (Ley 80 de 1993. Artículo 40) 

En la Ley 1150 de 2007, norma que modifica la Ley 80 de 1993, el artículo segundo 

identifica las modalidades de contratación: licitación pública, selección abreviada, concurso 

de méritos y contratación directa, como ya se ha mencionado. 
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 Convenios de la Administración: Los Convenios de la Administración contienen 

teorías que estudian la actividad contractual del Estado, los cuales se encuentran divididos 

en Convenios Interadministrativos, Convenios Administrativos y Contratos 

Interadministrativos. 

Para lograr la realización de los cometidos estatales, la administración pública acude 

a diferentes medios, entre los cuales se destacan aquellos que hacen relación a los 

instrumentos de naturaleza jurídica, como son la producción de actos administrativos y la 

celebración de contratos. También se destacan los relacionados con recursos de naturaleza 

humana y económica, que tienen que ver con los empleados del mismo Estado (función 

pública) y con los bienes que este posee para la obtención de sus fines (patrimonio público). 

(Vidal, 1994, p.180)  

La administración pública se encuentra representada por diferentes funcionarios que 

tienen asignada una función, destinada a la realización de los fines del Estado Social de 

Derecho, por ello, a través de diferentes actos administrativos se suscriben contratos con 

acuerdo de voluntades, un mecanismo valido para llevar a cabo las actividades que emanan 

del Estado.  

Para Juan Carlos Cassagne el acto administrativo es una declaración de un órgano 

del Estado en ejercicio de la función administrativa caracterizada por un régimen jurídico 

exorbitante del derecho privado que genera efectos jurídicos individuales directos en 

relación con terceros. (Cassagne, 2000, p.107) 

Un nuevo modelo de Estado fue adoptado por la Constitución Política de 1991. En 

efecto, el nuevo régimen constitucional propone en el marco del Estado Social de derecho, 

un renovado diseño de múltiples manifestaciones, en cuyo seno tienen vigencia y 

profundización principios fuertemente relacionados: el de la democracia participativa, que 

implica la participación de los particulares en la gestión de las funciones públicas; el de la 

libre competencia entre los particulares y el Estado: el del fomento de actividades privadas 

de interés general y el de cooperación entre las autoridades administrativas en el desarrollo 

de sus actividades.(Chávez, 2008, p.301)  
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 Los convenios administrativos son negocios jurídicos de carácter convencional, 

siendo totalmente diferentes a los contratos estatales, porque en los primeros no se 

contrapone un interés entre contratantes. (…) los convenios administrativos constituyen un 

acuerdo de voluntades, de los cuales surge una actividad convencional.  

El convenio de la Administración Pública, a diferencia del contrato estatal, parte del 

supuesto de que los intereses de las partes son coincidentes. En ese sentido, las partes del 

convenio unen esfuerzos para sacar adelante un cometido común. Ahora bien, este acuerdo 

de voluntades crea obligaciones para las partes, al igual que el contrato de sociedad. Esto 

es, no se trata de meras manifestaciones de buena voluntad. (Malagón& otros, 2014, p.14). 

Un sector minoritario de la doctrina sostiene que los convenios no tienen un carácter 

obligacional (Santofimio Gamboa, 2004, p. 247 y 248), este trabajo se circunscribe y 

defiende la concepción del convenio de la Administración como un acuerdo que crea 

vínculos jurídicos entre las partes, tal como se evidencia en la gestión que se desarrolla en 

las entidades públicas. (Perdomo, 2014. Pág. 15). 

Se deduce que el contrato cuenta con un elemento patrimonial, intereses 

pecuniarios, mientras que el convenio se trasluce la idea que se encuentra ausente o si se 

quiere no es preponderante el elemento interés pecuniario o patrimonial, el cual ha sido 

sustituido por el interés de la administración o de los órganos de esta: cumplir y satisfacer 

funciones y necesidades de interés público. (Linares, 2002, p.31) 

La proliferación de los convenios entre la administración y los particulares no es en 

absoluto un acontecimiento neutral o intrascendente.  

De ahí el interés de recordar esta evolución para obtener un nuevo elemento que 

permita explicar la reparación o proliferación actual de los convenios, así como las 

consecuencias que puede producir. (Huerco, 1998, p.75) 

Para (Santos, 2008, p.5) los convenios administrativos constituyen un acuerdo de 

voluntades jurídicas vinculantes, es un negocio jurídico que crea, modifica, o extingue 

varias obligaciones.  
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 El Estado puede asociarse a través de convenios que ayudaran a acelerar la 

ejecución de contratos que tiene por fin ejecutar obras necesarias para la comunidad o la 

simple administración de los recursos de la Nación.  

Para acercarnos al tema que nos ocupa, nos ubicaremos en lo señalado a través de la 

Directiva 23 de 2011, por la Alcaldía de Bogotá que se preocupó por resaltar la importancia 

de la celebración de Convenios de Apoyo, de Asociación, convenios y contratos 

interadministrativos, resaltando la importancia que de ellos se derivan la realización de los 

fines esenciales del Estado y así mismo, recordar la normatividad por la que se rigen estas 

actuaciones en la administración pública.  

El concepto del convenio de la administración pública se relaciona con que los 

intereses de las partes son coincidentes. En ese sentido, las partes del convenio unen 

esfuerzos para sacar adelante un cometido común. La doctrina sostiene que los convenios 

no tienen un carácter obligacional (Santofimio Gamboa, 2004, p. 247 y 248). El autor 

defiende la concepción del convenio de la Administración como un acuerdo que crea 

vínculos jurídicos entre las partes, tal como se evidencia en la gestión que se desarrolla en 

las entidades públicas.  

Chávez (2012) define el convenio de la Administración o convenio administrativo 

como “el vínculo jurídico en el que ella, la Administración, esto es, una o más personas 

jurídicas públicas, se una con otra u otras personas mediante un acuerdo de voluntades, para 

la realización de fines de interés mutuo en el marco de la ejecución de funciones 

administrativas”. (p. 50-51). 

En Colombia el Convenio administrativo se origina desde la Ley 80 de 1993, donde 

se manifiestan los intereses que tienen las partes o los funcionarios administrativos dentro 

de un contrato.  

En nuestro país no hay una única posición acerca de los conceptos de contrato 

estatal y el convenio de la Administración, ni sobre su régimen aplicable. En ese sentido, el 

Consejo de Estado en sentencia del 23 de junio de 2010, expediente 17.860 expresa que son 
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 “formas de gestión conjunta de competencias administrativas que asume el ropaje del 

negocio jurídico y, al hacerlo, regulan intereses que, aunque coincidentes son perfectamente 

delimitables, por tanto, se trata de relaciones en las que mínimo participan dos partes. 

Adicionalmente, mediante este instrumento se crean vínculos jurídicos que antes de su 

utilización no existían y que se traducen en obligaciones concretas. Finalmente, dichas 

obligaciones son emanaciones de los efectos jurídicos que puedan llegar a desprenderse, 

son un reflejo directo de las voluntades involucradas. (Cita de cita. Consejo de Estado, Sala 

de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicado 35476. CP. Enrique Gil 

Botero) 

La Sección Tercera de la Sala Administrativa del Consejo ha considerado lo 

siguiente: (…) la Sala precisa que el negocio jurídico celebrado entre el FIS y el 

Departamento de Risaralda corresponde, dentro de las prescripciones legales, a la 

denominación de “contratos o convenios interadministrativos”, los cuales han sido 

estudiados por la Sección Tercera con el propósito de definir su naturaleza, la normatividad 

aplicable y la modalidad de acciones que se pueden impetrar en relación con ellos (…) 

La Sala considera oportuno aprovechar esta oportunidad para afirmar que los 

“convenios interadministrativos” cuando quiera que, como en el asunto sub judice, 

involucran prestaciones patrimoniales, asumen idéntica naturaleza obligatoria y, en 

consecuencia, idénticos efectos vinculantes y judicialmente exigibles en relación con los 

que se predican de cualquier otro “acuerdo de dos o más partes para constituir, regular o 

extinguir entre ellas una relación patrimonial”, en los términos del artículo 864 del Código 

de Comercio. (…) En atención a lo anterior y en relación específicamente con lo que 

interesa para el caso concreto, se puede señalar que los convenios o contratos 

interadministrativos tienen como características principales las siguientes: (i) constituyen 

verdaderos contratos en los términos del Código de Comercio cuando su objeto lo 

constituyen obligaciones patrimoniales; (…) (vi) dan lugar a la creación de obligaciones 

jurídicamente exigibles; (vii) persiguen una finalidad común a través de la realización de 

intereses compartidos entre las entidades vinculadas; (…) (Fajardo, 2010). 



 

19 

 

 Los convenios interadministrativos están regulados en el artículo 95 de la Ley 489 

de 1998. Esta norma adopta el mismo criterio que en su momento adoptó la Ley 29 de 

1990. En efecto, prevé que los convenios son una forma de asociación de las distintas 

entidades públicas, así: Las entidades públicas podrán asociarse con el fin de cooperar en el 

cumplimiento de funciones administrativas o de prestar conjuntamente servicios que se 

hallen a su cargo, mediante la celebración de convenios interadministrativos o la 

conformación de personas jurídicas sin ánimo de lucro. 

Convenio entre entidades públicas: Son los Convenios Interadministrativos cuyo 

fin es juntar esfuerzos para lograr su objetivo y es el que permita cumplir con las funciones 

tanto constitucionales como legales que le han sido otorgada.  

Convenio de apoyo: El artículo 355 de la constitución política de Colombia 

establece “ninguna de las ramas y órganos de poder público podrá decretar auxilios o 

donaciones a favor de personas naturales o jurídicas de derecho privado. El gobierno, en los 

niveles nacional, departamental, distrital y municipal podrá, con recursos de los respectivos 

presupuestos, celebrar contratos con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida 

idoneidad con el fin de impulsar programa y actividades de interés público acorde con el 

plan nacional y los panes seccionales de desarrollo. El gobierno nacional reglamentara la 

materia”. Este concepto es acorde con el de algunos tratadistas como “convenio 

administrativos de interés público, quien lo ha definido  es la gestión pública y la actividad 

contractual como aquellos acuerdo de voluntades celebrado por la nación, los 

departamentos, los distritos, los municipios o algunas entidades descentralizadas, con 

personas jurídicas privadas sin ánimo de lucro, con el objeto e impulsar programas y 

actividades de interés público acordes con el plan nacional o los planes seccionales de 

desarrollo, sometidos a la reglamentación especial expedida por el gobierno nacional”.  

(Chávez, 2008, p.373) 

Convenio de asociación: este tipo de convenio se encuentra regulado por la ley 489 

de 1998. Para la doctrina el “concepto de asociación evoca la participación voluntaria de un 

acuerdo de colaboración, la unión de personas con un objeto definido que beneficia 
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 mutuamente. La figura asociativa aunque no ha estado totalmente ausente del derecho 

público ha sido especialmente utilizada en el derecho privado, en cuyo código civil se habla 

de asociaciones o corporaciones como una modalidad de las personas jurídicas sin ánimo 

de lucro, así como de las sociedades o compañías de carácter civil, mientras que en el 

campo del derecho comercial todo el tema de las sociedades mercantiles obedece al 

concepto de asociación o de animus societatis, en donde las personas se unen al concepto 

de llevar adelante una empresa mercantil que arroje ganancias económicas, conjunción en 

lo cual se comparten común interés”. (Chávez, 2008, p.336, 337) 

1.4.3. Marco normativo 

Desde el marco legal y normativo de la contratación, la ley 80 de 1993 rige la 

reforma al Estatuto de Contratación, que da elementos consecutivos para abordar, en forma 

más precisa, todo el articulado que sirve de plataforma para entender, concebir y proyectar, 

desde lo jurídico el proceso de contratación en cualquiera de sus modalidades, incluida la 

contratación directa y por ende los convenios interadmistrativos. 

Dentro del marco jurídico de los convenios interadministrativos, tenemos la Ley 

1150 de 2007 mediante la cual se establecen reglas claras en materia de contratación estatal 

y para el caso en estudio nos remitiremos al tema de contratación directa así:  

“4. Contratación directa. La modalidad de selección de contratación directa, 

solamente procederá en los siguientes casos: 

(….) 

c) Contratos interadministrativos, siempre que las obligaciones derivadas del 

mismo tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora señalado en la 

ley o en sus reglamentos. 

Se exceptúan los contratos de obra, suministro, prestación de servicios de 

evaluación de conformidad respecto de las normas o reglamentos técnicos, 

encargos fiduciarios y fiducia pública cuando las instituciones de educación 

superior públicas o las Sociedades de Economía Mixta con participación 

mayoritaria del Estado, o las personas jurídicas sin ánimo de lucro conformadas 

por la asociación de entidades públicas, o las federaciones de entidades 

territoriales sean las ejecutoras. Estos contratos podrán ser ejecutados por las 

mismas, siempre que participen en procesos de licitación pública o contratación 

abreviada de acuerdo con lo dispuesto por los numerales 1 y 2 del presente 

artículo. 
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 En aquellos eventos en que el régimen aplicable a la contratación de la 

entidad ejecutora no sea el de la Ley 80 de 1993, la ejecución de dichos contratos 

estará en todo caso sometida a esta ley, salvo que la entidad ejecutora desarrolle su 

actividad en competencia con el sector privado o cuando la ejecución del contrato 

interadministrativo tenga relación directa con el desarrollo de su actividad. 

En aquellos casos en que la entidad estatal ejecutora deba subcontratar 

algunas de las actividades derivadas del contrato principal, no podrá ni ella ni el 

subcontratista, contratar o vincular a las personas naturales o jurídicas que hayan 

participado en la elaboración de los estudios, diseños y proyectos que tengan 

relación directa con el objeto del contrato principal. 

Estarán exceptuados de la figura del contrato interadministrativo, los 

contratos de seguro de las entidades estatales;(….)”. 

 

Este artículo señala expresamente los diez casos en los que la entidad estatal puede 

acudir a la figura de la contratación directa, para el caso que nos ocupa quedan claramente 

definidas las excepciones, el régimen aplicable y a quienes puede o no subcontratar la 

entidad ejecutora, cuando de contratos interadministrativos se trata. Sin embargo, la Ley 

1150 no tiene dentro de su articulado una dedicación exclusiva a los convenios 

interadministrativos como si lo hace con los contratos interadministrativos, lo que nos lleva 

a pensar que la misma Ley los considera iguales y por ende con las mismas excepciones y 

aplicabilidad. 

Pero es pertinente en este punto abordar la definición de contratación directa que 

la doctrina ha definido como (cita de cita) “Como el procedimiento de selección reglado 

que sigue los principios de la selección objetiva, pero rodeado de una publicidad limitada o 

parcial, por el alcance restringido que tiene la invitación a contratar, la cual se dirige a unos 

pocos escogidos por la administración,… Aspecto que resalta frente a la licitación, donde la 

convocatoria es abierta, para todo el mundo; en la contratación directa, además que la 

invitación puede ser más o menos restringida, los términos, los actos y los plazos son más 

flexibles”, PALACIO HINCAPIE, Juan Ángel. La contratación de las entidades estatales. 

Editorial Librería Jurídica. 

 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0080_1993.html#1
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 1.5. Diseño Metodológico 

1.5.1. Tipo de Investigación 

El método empleado para la presente investigación será el descriptivo, ya que como 

lo señala Malhotra “este tipo de investigación tiene como objetivo principal la descripción 

de algo, generalmente las características o funciones del problema en cuestión” (Malhotra, 

1997, p. 90). Además, este tipo de investigación permite especificar y mostrar de manera 

detallada los rasgos, propiedades y condiciones del fenómeno estudiado, partiendo de la 

hipótesis y las establecidas, respondiendo a preguntas como ¿Qué es? ¿Cómo es? ¿Dónde 

está? ¿Cuánto?, etc.  

En este caso, el análisis documental se realiza bajo lo encontrado en las áreas de 

estudio del derecho; este estudio descriptivo mide de manera independiente los conceptos o 

variables relacionadas con el tema principal y así tener un mayor acercamiento a la 

realidad. Como lo señala Selitiz (1965), en esta clase de estudios se debe definir desde el 

primer momento lo que se va a medir y cómo se va a lograr esta medición.  A su vez, se 

debe especificar el tipo de información destacada y la que no es de mayor relevancia. Del 

mismo modo, “la investigación descriptiva, en comparación con la naturaleza poco 

estructurada de los estudios exploratorios, requiere considerable conocimiento del área que 

se investiga para formular las preguntas específicas que busca responder” (Dankhe, 1986).  

De esta manera, para obtener información detallada y concreta, se requiere un 

estudio minucioso donde se pueda descartar los conceptos que se desvían del tema central, 

así como los datos que contienen características o rasgos de vital importancia para 

determinar los resultados finales.  

1.5.2. Diseño de investigación 

El diseño se basa en una investigación cualitativa, donde se aborda el tema desde un 

análisis abierto de los resultados encontrados, haciendo a su vez una reflexión de ello. La 

Investigación Cualitativa al tener un enfoque fundamentalmente subjetivo permite analizar 
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 y comprender de manera individual los detalles, rasgos, características y manifestaciones 

del fenómeno estudiado, lo que hace que la investigación sea concluyente y estrecha.  

El enfoque cualitativo comprende la interrogación sobre temas de realidad humana 

social, para construir un propio conocimiento extraído de la observación y el análisis de la 

información. El interés principal es llegar a una aproximación del fenómeno en general, así 

como exponer una o varias perspectivas epistemológicas de lo que se está investigando.  

De acuerdo con Taylor (1998) esta investigación trabaja con contextos que son 

naturales, o tomados tal y como se encuentran en la población o comunidad, y no son como 

tal reconstruidas o modificados por el autor, como si puede suceder con una investigación 

cuantitativa donde los resultados varían. Con la investigación cualitativa se interpreta de 

manera más detallada y descriptiva las acciones, los lenguajes, los hechos o parámetros más 

significativos del contexto donde se desprende la investigación. 

A su vez, el tipo de investigación a desarrollar será jurídica por ser más dogmático 

el objeto de investigación. Como técnica, se empleará el análisis documental, consistente en 

la recolección y manejo de datos relacionados con el objeto de estudio. 
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 CAPITULO II. 

 

CONVENIOS INTERADMINISTRATIVOS 

 
2.1 CONCEPTO DE CONVENIOS INTERADMINISTRATIVOS 

 

2.1.1  Definición 

 

La Ley 1150, señala en el artículo 2º numeral 4, contratación directa, a los contratos 

interadministrativos, como aquellos que se pueden celebrar bajo esa modalidad siempre  y 

cuando las obligaciones derivadas de los mismos tengan relación directa con el objeto de la 

entidad ejecutora señalados en la Ley, atendiendo al principio de especialidad. Se 

exceptúan algunos que deberán realizarse por licitación pública. Esto no quiere decir que al 

no mencionar a los convenios interadministrativos, estos tengan trámite diferente a la 

contratación directa. 

Los convenios administrativos son negocios jurídicos de carácter convencional, 

siendo totalmente diferentes a los contratos estatales, porque en los primeros no se 

contrapone un interés entre contratantes. (…) los convenios administrativos constituyen un 

acuerdo de voluntades, de los cuales surge una actividad convencional.  

 

2.1.2  Características 

 

Principales Características de los Convenios Interadministrativos, tal como las 

precisó el Consejo de Estado con ponencia del Mg Mauricio Fajardo Gómez: 

Los contratos o convenios interadministrativos constituyen verdaderos contratos e 

involucran prestaciones patrimoniales, asumiendo obligaciones que tienen efectos 

vinculantes exigibles de acuerdo al Código de Comercio Articulo 864.  

 Tienen como fuente la autonomía contractual 

 Son contratos nominados ya que están mencionados en la ley 

 Son contratos atípicos desde la perspectiva legal dado que se advierte la 

ausencia de unas normas que de manera detallada los disciplinen, los 

expliquen y los desarrollen, como si las tienen los contratos típicos, por 

ejemplo, compraventa, arrendamiento, mandato, etc.  

 La normatividad a la cual se encuentran sujetos en principio es la del Estatuto 

General de Contratación, en atención a que las partes que los celebran son 
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 entidades estatales y, por consiguiente, también se obligan a las disposiciones 

que resulten pertinentes del Código Civil y del Código de Comercio 

 Dan lugar a la creación de obligaciones jurídicamente exigibles 

 Persiguen una finalidad común a través de la realización de intereses 

compartidos entra las entidades vinculadas  

 La acción mediante la cual se deben ventilar las diferencias que sobre el 

particular surjan es la de controversias contractuales (Chávez, 2012:65). 

 

2.1.3 Diferencia entre convenios interadministrativos y contratos 

interadministrativos 

 

Para abordar esta diferencia, está el estudio de Santos Enrique llamado 

“Consideraciones sobre los contratos y convenios interadministrativos” donde se explica la 

diferencia entre los contratos y los convenios interadministrativos, los cuales se 

caracterizan por una forma de negociar ajena a los intereses individuales, partiendo del 

hecho que la administración pública hace parte de esta celebración tanto de convenios 

como de contratos estatales.  

Para Santos (2008, p.5) los convenios administrativos constituyen un acuerdo de 

voluntades jurídicas vinculantes, es un negocio jurídico que crea, modifica, o extingue 

varias obligaciones.  

El Estado puede asociarse a través de convenios que ayudaran a acelerar la 

ejecución de contratos que tiene por fin ejecutar obras necesarias para la comunidad o la 

simple administración de los recursos de la Nación.  

Es preciso advertir, que lo que hace que un convenio o contrato sea 

interadministrativo no es la modalidad de selección que trae el Estatuto de Contratación o la 

Ley 1150, es la calidad de las partes , que sean parte de la administración pública. 

El mismo Estatuto de Contratación no hace una diferencia expresa entre ellos, por lo 

cual les da igual tratamiento. 

Se deduce que el contrato cuenta con un elemento patrimonial, intereses 

pecuniarios, mientras que el convenio se trasluce la idea que se encuentra ausente o si se 
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 quiere no es preponderante el elemento interés pecuniario o patrimonial, el cual ha sido 

sustituido por el interés de la administración o de los órganos de esta: cumplir y satisfacer 

funciones y necesidades de interés público. (Linares, 2002, p.31). 

Sin embargo, es preciso señalar que aparecen tres posiciones acerca de las 

relaciones existentes entre ellos: en primer lugar, la jurisprudencia y un sector de la 

doctrina sostiene que son conceptos idénticos; en segundo lugar, otro sector doctrinal 

manifiesta que son conceptos diferentes, pero tienen un régimen jurídico común; en tercer 

lugar, hay un grupo que sostiene que, como conceptualmente son nociones distintas, debe 

entenderse que se está en presencia de una verdadera dualidad de regímenes jurídicos. 

(…) Las entidades de la administración se unen entre ellas para llevar adelante 

fines comunes mediante convenios interadministrativos, también ocurre a veces que 

personas jurídicas públicas buscan la conjunción de esfuerzos con personas 

naturales o jurídicas de carácter privado, para la consecución de fines de utilidad 

para toda la sociedad que interesan tanto a ese particular como a la entidad 

pública correspondiente. (Chávez, 2008, p.301) 

2.2 Finalidad de los convenios interadministrativos 

2.2.1 Alcance 

Las normas aplicables a los convenios interadministrativos son aquellas de que trata 

la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, su alcance y finalidad es diferente a la que señala 

el artículo 355 de la Constitución que reza que las entidades públicas podrán celebrar 

contratos con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad con el fin de 

impulsar programas y actividades de interés público acordes con el Plan Nacional y los 

planes seccionales de Desarrollo, el cual es desarrollado en la Ley 489 de 1998 y el Decreto 

777 y 1403 de 1992. 

En efecto, el artículo 95 de la Ley 489 de 1998, que adopta el mismo criterio que en 

su momento adoptó la Ley 29 de 1990, prevé que los convenios son una forma de 

asociación de las distintas entidades públicas, así: Las entidades públicas podrán asociarse 

con el fin de cooperar en el cumplimiento de funciones administrativas o de prestar 

conjuntamente servicios que se hallen a su cargo, mediante la celebración de convenios 
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 interadministrativos o la conformación de personas jurídicas sin ánimo de lucro. En este 

caso, estamos ante un convenio suscrito entre una entidad pública y una privada sin ánimo 

de lucro, con el fin de adelantar programas de interés público. 

En el convenio y en el contrato interadministrativo hay acuerdo de voluntades 

aunque sus finalidades son diferentes, en el contrato interadministrativo los bienes y/o 

servicios que requiere otra entidad estatal son proveídos por otra entidad estatal o privada a 

cambio de una contraprestación económica, mientras que con el convenio 

interadministrativo las dos entidades públicas cooperan entre si para prestar un servicio 

cuyos objeto tenga relación directa con su misionalidad o en la realización de algunas 

funciones administrativas. Aquí la contraprestación no va más allá de coadyuvar en lograr 

los fines esenciales del estado de que trata el artículo 2 de la Constitución Política. 

Respecto al alcance de los contratos interadministrativos que se suscriban con entes 

universitarios, las obligaciones de estos deben estar sujetas a que tengan relación directa 

con el objeto de la universidad estatal que actúe como contratista y deberán regirse por el 

Estatuto General de Contratación Pública. La ley 1150 de 2007 y la Ley 1474 de 2011, han 

señalado que los contratos interadministrativos de obra, suministro, prestación de servicios 

de evaluación, encargos fiduciarios y fiducia pública suscritos, entre otras, con instituciones 

públicas de educación superior, no se podrán hacer por contratación directa, sino que 

requerirán licitación pública o selección abreviada, casos en los cuales debe tener relación 

con el objeto de la institución universitaria.  

2.2.2 Convenios que celebra la administración 

La administración celebra: Contratos Interadministrativos, Convenios 

Interdministrativos, Convenios de Asociación, Convenios de apoyo con organismos 

internacionales.  

El concepto del convenio de la administración pública se relaciona con que los 

intereses de las partes son coincidentes. En ese sentido, las partes del convenio unen 

esfuerzos para sacar adelante un cometido común. La doctrina sostiene que los convenios 
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 no tienen un carácter obligacional (Santofimio Gamboa, Jaime, 2004, p. 247 y 248). El 

autor defiende la concepción del convenio de la Administración como un acuerdo que crea 

vínculos jurídicos entre las partes, tal como se evidencia en la gestión que se desarrolla en 

las entidades públicas.  
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 CAPITULO III. 

LEGALIDAD DE LOS CONVENIOS INTERADMINISTRATIVOS 

 
3.1. ANÁLISIS DE LOS CONVENIOS FRENTE A LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE 1991. 

Con la expedición de la Carta Magna, el concepto de Estado Social de Derecho hace 

carrera en la legislación Colombiana, se pretende dar una concepción garantista del Estado 

frente a los derechos del individuo, es así como se debe entender la necesidad de obtener 

los fines del Estado mediante canales que permitan desarrollar de manera eficiente y eficaz 

la obtención de dichos fines de orden Constitucional. 

No obstante lo anterior, y como es bien sabido por el conglomerado social, las 

clases tradicionales que intervienen en la construcción e implementación y desarrollo de 

estas formas de contratación, encontraron formas de desviar el propósito para el cual se 

crearon estas y, en su lugar, encontraron la justificación perfecta para ocultar y desviar los 

intereses del Estado adecuando sus intereses particulares a los mecanismos creados para 

otros fines y desconociendo el deber de hacer prevalecer la selección objetiva, la pluralidad 

de oferentes  y la transparencia . 

3.2. APLICACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DE LA CONTRATACION PÚBLICA 

EN LOS CONVENIOS INTERADMINISTRATIVOS. 

El análisis que se abarca pretende analizar la aplicación de estos convenios frente al 

propósito que el legislador incorporó en esta forma de contratación; para tal fin es necesario 

conocer la aplicación de los mismos frente a casos concretos y, especificamente los casos 

más renombrados debido a los multiples cuestionamientos de que fueron objeto por 

diferentes Entes de Control, así como a la comunidad en general, incluido los medios de 

comunicación que buscaban poner en conocimiento de la opinión pública los pornemores y 
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 situaciones que indicaban la configuración de focos de malversación y corrupción en las 

Autoridades Distritales.  

3.3. EL OBJETO Y LA CAUSA COMO ELEMENTO DETERMINADOR DE LA 

LEGALIDAD. 

Analizados los principios y antecedentes Constitucionales del régimen de 

contratación Estatal, establecida en la Ley 80 de 1993, resulta oportuno determinar la 

legalidad en la celebración de los convenios interadministrativos suscritos con fines que 

desdibujan el propósito para el cual se creó esta modalidad de contratación. 

En tal sentido, es claro que existen anomalias y casos especificos en los cuales se 

puede evidenciar un abuso y desviación de poder por parte de las Entidades de orden 

Distrital que encontraron en esta forma de contratación, la herramienta perfecta para 

enmascarar sus intereses particulares en detrimento del bienestar general. 

Corolario de lo anterior, surgen serias dudas respecto del nacimiento a la vida 

jurídica de estos convenios interadminsitrativos frente a lo establecido en el artículo 44 de 

la Ley 80 de 1993 que al tenor literal reza: 

“Artículo  44º.- De las Causales de Nulidad Absoluta. Los contratos del Estado son 

absolutamente nulos en los casos previstos en el derecho común y además cuando: 

1o. Se celebren con personas incurras en causales de inhabilidad o 

incompatibilidad previstas en la Constitución y la ley; 

2o.  Se celebren contra expresa prohibición constitucional o legal. 

3o. Se celebren con abuso o desviación de poder. 

4o. Se declaren nulos los actos administrativos en que se fundamenten; y 

5o. Se hubieren celebrado con desconocimiento de los criterios previstos en el 

artículo 21 sobre tratamiento de ofertas nacionales y extranjeras o con violación de 

la reciprocidad de que trata esta Ley.” 

 

En efecto, la tesis planteada en el presente capitulo, encuentra su fundamento legal 

en el numeral tercero de la citada ley; las causales por medio de las cuales es posible 
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 determinar los casos en los cuales existe una clara nulidad absoluta de los contratos 

estatales en los que se haga evidente un abuso o desviación de poder. 

De igual manera el Honorable Conejo de Estado al resoslver una consulta respecto 

de la sentencia proferida en el proceso con número de Radicación número: 25000-23-26-

000-2000-00107-01(28010) de la EMPRESA COLOMBIANA DE VIAS FERREAS –

FERROVIAS contra la SOCIEDAD CARGOPLUS LTDA y que al respecto precisó: 

La Sala también referirá el caso, aunque brevemente, a la causal de nulidad 

prevista en el numeral 3 del artículo 44 de la ley 80 de 1993, es decir, cuando el 

contrato se celebra con abuso o desviación del poder. La desviación de poder, en 

materia contractual, se puede definir, al igual que lo ha hecho la jurisprudencia y 

la doctrina tratándose de actos administrativos unilaterales, como la función 

administrativa ejercida por el servidor público, con el propósito de favorecer a un 

tercero, o a sí mismo, dejando de lado el fin legítimo que persigue la ley con la 

atribución de la respectiva competencia.  Esta finalidad no es otra que la búsqueda 

del beneficio común y el bienestar de la comunidad, de conformidad con los 

preceptos constitucionales y legales que la regulan –art. 209 de la CP. y art. 3 del  

CCA.- . Desde esta perspectiva “(...) Aparece, entonces claramente la vulneración 

del mandato constitucional contenido en el artículo 209, conforme al cual  la 

función pública está al servicio de los intereses generales y debe ser ejercida con 

sujeción al principio de moralidad  acorde con los fines  del Estado. A su vez, la 

doctrina también ha tratado de llenar de contenido la noción de desviación del 

poder, fundamentalmente cuando estudia el tema de la discrecionalidad 

administrativa que existe para expedir ciertas decisiones administrativas.  En tal 

sentido, dice de manera uniforme, que dicha facultad tiene límites, y aunque hay 

momentos en que las normas le otorgan al funcionario cierta libertad para tomar 

decisiones, las mismas deben estar dirigidas al beneficio colectivo, porque cuando 

se expide un acto sin que dicho fin dirija el sentido de las decisiones, se exceden 

las facultades que las disposiciones otorgan, incursionando en el ámbito de la 

arbitrariedad, actitud que atenta contra el Estado Social de Derecho.  Esta causal, 
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 entre otras cosas, constituye para la Sala un supuesto de “causa ilícita”, prevista 

en el art. 1524 del código civil, pues según esta norma la causa es el motivo que 

induce a la celebración del acto o contrato, y causa ilícita es aquélla que contraría 

la moral, las buenas costumbres, el orden público y en general la prohibida por la 

ley –art. 1524. En este orden de ideas, toda desviación de poder, y en especial el 

supuesto analizado en este proceso, se involucra con la causa ilícita del negocio, es 

decir, que aquélla figura se contiene en ésta.  Incluso, si el numeral 3 del art. 44 no 

hubiera contemplado esta causal de nulidad, en forma independiente, de todas 

maneras obrar con desviación de poder generaría el vicio de nulidad del negocio, 

según lo dispuesto en los arts. 1524 y 1741 del CC., además de lo dispuesto en el 

art. 899.2 del Co. de Co., normas estas aplicables a los contratos estatales. Nota de 

Relatoría: Ver Rad. AP 01588 del 5 de octubre de 2005 y  Rad. 10313 del 22 de 

julio de 1995. Consejo de Estado, Sección Tercera.” 

Así las cosas, es claro que todo convenio interadministrativo que no cumpla con el 

fin para el cuel fue creada esta forma de contratación, adolece de nulidad absoluta en su 

causa, en otras palabras, su causa es contraria a los fines del Estado. 

Ahora bien, un caso que presente evidentes irregularidades en la forma de 

contratación, no solo por el objeto del contrato, sino tambien por su cuantia y naturaleza de 

la Entidad Contratista, corresponde al Convenio No 321 del 10 de noviembre del año 2009, 

por medio del cual se acordó: 

“Realizar la Gerencia Integral para la construcción e interventoría del proyecto 

denominado Comando de Bomberos y Sala de Crisis Distrital de acuerdo con 

planos y especificaciones y demás información entregada por la Unidad…, y la 

Gerencia de los Estudios y Diseños de Estaciones de conformidad con lo dispuesto 

en el Plan Maestro de Equipamientos de Seguridad Ciudadana, Defensa y 

Justicia.”  
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 Convenio suscrito entre la Unidad Administrativa Especial Cuerpo Oficial de 

Bomberos – UAECOB y la Red de Universidades Públicas del Eje Cafetero para el 

Desarrollo Regional – Alma Mater.  

Por el anterior hecho la Procuraduría sancionó a los directivos del Cuerpo Oficial de 

Bomberos de Bogotá y al director ejecutivo de la Red de Universidades Públicas del Eje 

Cafetero para el Desarrollo Regional - RED ALMA MATER, en razón a la indebida 

celebración del citado Convenio interadministrativo cuya cuantia se encontraba alrededor 

de los 18.000 millones de pesos. 

La RED ALMA MATER en desarrollo del citado convenio y debido a su falta de 

capacidad operativa y experiencia para desarrollar de manera directa las actividades propias 

para el cabal cumplimiento del contrato, debio subcontratar los servicios de Construccion, 

interventoría técnica y contable, consultoria y en general todas las actividades que se 

requieren para construir Comando de Bomberos y Sala de Crisis Distrital del Cuerpo de 

Bomberos de Bogotá; tal situación comporta una clara incompetencia funcional de la 

Entidad contratada y solo permite vislumbrar que existió una desviación de poder al 

entregar a una entidad sin experiencia técnica el desarrollo de una obra de esta naturaleza 

violando el principio de idoneidad
1
. En efecto, El Decreto 2474 de 2008 en el Artículo 78, 

respecto a la Contratación Directa, precisa las causales de la contratación directa a saber 

respecto de los “contratos interadministrativos”, indicando:  

“Las entidades señaladas en el artículo 2 de la ley 80 de 1993 celebrarán 

directamente contratos entre ellas, siempre que las obligaciones del mismo tengan 

relación directa con el objeto de la entidad ejecutora. Cuando fuere del caso y de 

conformidad con lo dispuesto por las normas orgánicas de presupuesto serán 

objeto del correspondiente registro presupuestal.  

De conformidad con el inciso primero del literal c) del numeral 4 del 

artículo 2 de la ley 1150 de 2007, las instituciones públicas de educación superior 

                                                 

 
1
 Constitución Política de Colombia, Artículo 355, Inciso 2º: “El gobierno, en los niveles nacional, 

departamental, distrital y municipal podrá, con recursos de los respectivos presupuestos, celebrar contratos 

con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad con el fin de impulsar programas y 

actividades de interés público acordes con el plan nacional y los planes seccionales de desarrollo. El 

Gobierno Nacional reglamentará la materia". 
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 podrán ejecutar contratos de obra, suministro, encargo fiduciario y fiducia 

pública siempre que participen en procesos de licitación pública o de selección 

abreviada, y acrediten la capacidad requerida para el efecto. 

El régimen de contratación de las Instituciones de Educación Superior 

Públicas será el determinado de acuerdo con las normas específicas que las rijan, y 

en todo caso, bajo los principios que les son propios en su condición de entidades 

públicas. (…).”. 

Pese a lo anterior, el amparo Constitucional que se fundamento la Unidad 

Administrativa Especial Cuerpo Oficial de Bomberos, para celebrar este tipo de convenios, 

se encuentra contemplado en el Inciso 2º del Artículo 355 de la Constitución Política en el 

autoriza la celebración de convenios con entidades sin ánimo de lucro, con el fin de 

impulsar programas y actividades de interés público, al señalar:  

“El Gobierno, en los niveles nacional, departamental, distrital y municipal podrá, 

con recursos de los respectivos presupuestos, celebrar contratos con entidades 

privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad con el fin de impulsar 

programas y actividades de interés público acordes con el Plan Nacional y los 

planes seccionales de Desarrollo. (…).”  

En el mismo sentido el Decreto 777 de 1992, desarrolla este principio 

Constitucional en el Inciso 1º del Artículo 1º, estableciendo que los contratos que celebren 

las entidades públicas “deberán constar por escrito y se sujetarán a los requisitos y 

formalidades que exige la ley para la contratación entre los particulares, salvo lo previsto 

en el presente Decreto y sin perjuicio de que puedan incluirse las cláusulas exorbitantes 

previstas por el Decreto 222 de 1983.”; de otro lado el artículo 11 ibídem señala que:  

Con los recursos públicos que reciba la entidad sin ánimo de lucho en razón del 

respectivo contrato se efectuarán gastos únicamente para el cumplimiento del objeto 

del mismo.”, advirtiendo en el artículo 14 que “Los contratos a que se refiere el 

presente Decreto estarán sujetos al respectivo registro presupuestal y al control fiscal 

posterior por parte de las respectivas Contralorías en los términos establecidos en los 

artículos 267, 268 y 272 de la Constitución Política.”. 
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 CONCLUSIONES 

Después de este análisis se puede concluir, sin generalizar, que los operadores de 

las entidades estatales, responsables de la ejecución de los recursos públicos, lo hacen 

mediante convenios interadministrativos, figura a la que acuden sin el previo cumplimiento 

de requisitos, obviando la regla general de la selección de contratistas que es la licitación 

pública. 

  El cumplimiento de los fines estatales debe ser conforme a los principios de 

selección objetiva, por ello debe ser transparente, eficiente, efectiva, imparcial e 

independiente, y debe permitir satisfacer las necesidades de la comunidad, para lo cual es 

preciso evaluar que la modalidad de selección sea la adecuada conforme al objeto 

contractual y que la suscripción de convenios interadministrativos, pueden garantizar la 

ejecución  presupuestal, sobre todo al finalizar la vigencia, pero ello no necesariamente 

garantiza que sea el contratista que mejor ejecute el contrato, ni el más económico. 

Por lo tanto, el beneficio para las entidades distritales, no se garantizó toda vez que 

al finalizar el cuatrienio 2012 - 2015, han sido bastantes cuestionados estos convenios, 

especialmente los realizados por la alcaldía locales, pues se determinó que se hicieron  

desconociendo las otras modalidades de contratación y que los objetos contractuales podían 

ser adelantados por particulares y que los costos fueron más elevados, por ser en algunos 

casos, tercerizados dichos convenios.  Los hallazgos presentados sobre el tema por la 

Contraloría de Bogotá en sus auditorías, tiene en procesos de responsabilidad disciplinaria, 

fiscal y penal, a los exalcaldes de las localidades de Suba, Usaquén, Bosa, Kenedy y 

Santafé, 

El beneficio definitivamente es en tiempo, especialmente cuando el servicio 

requiere ser contratado en el menor tiempo posible, para atender un requerimiento 

importante para la comunidad, según la misionalidad de la entidad estatal. 

La hipótesis de la desviación de poder al suscribir estos convenios por parte de los 

operadores de cada entidad, queda satisfecha positivamente ya que es solo por la decisión 
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 de ellos, que se adelantan convenios interadministrativos para adquirir bienes y servicios 

con otras entidades estatales, fundaciones y organizaciones sin ánimo de lucro u 

organismos internacionales,  a pesar que se pueden adquirir por otras modalidades de 

selección que garanticen la transparencia y la pluralidad de oferentes. 

Los objetivos propuestos se alcanzaron, ya que se hizo una revisión de la 

normatividad vigente respecto a los convenios interadministrativos y se estableció la 

diferencia con los contratos interadministrativos, los convenios de apoyo y de asociación, lo 

cual permitió  establecer el alcance de la voluntad del legislador, plasmada en las Leyes  80 

y 1150 especialmente,, en las que se identifica en qué casos es procedente y cuando puede 

la entidad acudir a la figura del convenio interadministrativo y lo establece taxativamente, 

pero es el operador el que desvía la contratación y obvia la modalidad de selección que 

debe adelantarse, de acuerdo con el objeto a desarrollar, 

Por lo anterior, es preciso concluir que, en ejercicio de sus facultades legales y 

constitucionales, las entidades en general y en especial las distritales, deben dar aplicación 

a la norma y propender porque la ejecución de los recursos públicos, sea con apego a los 

principios que rigen la contratación pública y que el convenio interadministrativo se 

suscriba cuando efectivamente se vayan a aunar esfuerzos para cumplir con los fines 

esenciales del Estado, salvaguardando el recurso público. 
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